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Materia Penal Adultos
Penal:

1. Ley de Penalización de la Violencia contra la Mujer: improcedente aplicar de forma extensiva la convención Belem do Pará, con el fin dar contenido al concepto de unión de hecho. Modifica lo dispuesto en voto 00231-2019 de la Sala de Casación, publicado en el boletín jurisprudencial del mes de mayo. 
2. Pena de arresto domiciliario con monitoreo electrónico: carga de la prueba corresponde a la defensa y ante de elementos que permitan acreditar las condiciones de cumplimientos, resulta improcedente otorgar la pena sustitutiva. 
Procesal Penal:

1. Firma de la sentencia: diferencia entre ausencia de firma y firma tardía. Firma tardía de uno de los jueces no necesariamente la invalida.
2. Principio de juez natural: Reasignación de una causa en trámite, a otros jueces que fueron nombrados por un periodo determinado, no lo vulnera.  

3. Condena civil: improcedente que el Tribunal de Apelación de Sentencia Penal modifique directamente los hechos civiles. Supuesto de estafa del Partido Acción Ciudadana.  

Materia Penal Juvenil

Penal Precedentes Contradictorios:
1. Desobediencia de autoridad: reiteración de criterio en cuanto a la configuración del delito, por incumplimiento de la medida con finalidad protectora ordenada por el Juez Contravencional.  

MATERIA PENAL DE ADULTOS:

PENAL
	Tema General
	Tema Específico
	Sub tema

	Ley de Penalización de la Violencia contra la Mujer.
	Concepto de unión de hecho.
	Improcedente aplicar interpretación extensiva con base en la Convención Belem do Pará.
Necesidad de actualidad de la relación.

	Voto Número
	01184-2019  de las 15:35 horas, del 20 de septiembre de 2019.

	Integración de Sala:
 Mags. Ramírez, Zúñiga, Desanti, Robleto y Segura (voto salvado de los dos últimos).

	Extracto de Interés

	III.- (…). La discusión sobre el ámbito de aplicación de la ley de penalización de violencia contra la mujer, e interpretación y efectos del concepto unión de hecho, con base en la Convención Belem Do Pará , no ha sido pacífica en el tratamiento emitido tanto por los tribunales de apelación de sentencia, así como por la Sala de Casación Penal. Disonancia jurídica que subyace a pesar de la línea unificadora de data reciente de la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia, frente a una postura (lógica, normal, quizás obvia en la trasmutación del derecho como ciencia social, que sin duda es, de ahí el acentuado espíritu del legislador en lo que concierne a la promulgación del inciso a) del artículo 468 de la ley penal adjetiva), que deja sin efecto, la hasta ahora línea jurisprudencial vigente. En ese orden de ideas, la presente estructura argumentativa debe tener por sentada (como muestra del advenimiento de silogismos completos y consistentes)-, la diversidad de posiciones, por ello, se procederá en primer término, a realizar un breve recuento de la corriente jurisprudencial de la Sala, que ha avalado la tesitura que invoca el recurrente, para luego, retomar sentencias del Tribunal de Apelación de Segundo Circuito Judicial de San José, que advierten sobre una interpretación no extensiva, con el argumento del respeto al principio de legalidad en relación al objeto de esta litis recursiva. A mayor ilustración, en lo atinente a la posición que ha sido últimamente dominante, a.-) Tesis referente a la Convención Belem Do Pará , para establecer la Unión de hecho, la Sala de Casación Penal, en diferentes pronunciamientos (Sentencias números 2013-00992, de las 9:52 horas, de 9 de agosto de 2013; 2011-01330, de las 16:37 horas, de tres de noviembre de 2011; 2011-00214, de las 9:44 horas, de 4 de marzo de 2011; 2010-1416, de las 9:25 horas, de 22 de diciembre de 2010, y 2010-01393, de las 9:50 horas, de 17 de diciembre de 2010, emitidos por la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia), ha reiterado que lo dispuesto en la Ley de Penalización de la Violencia contra las Mujeres, Ley N° 8589, debe sopesarse de acuerdo con la Convención Belem do Pará, instrumento internacional que (siguiendo dicha línea jurisprudencial), cobija una definición más amplia de los vínculos de hecho en el entorno doméstico. Al resultar aplicable a los nexos de pareja -que ya no conviven en un mismo inmueble-, pero que conservan alguna afinidad por lazos de carácter sentimental, hijos en común, etc. En ese sentido, la Sala, en el voto N° 2011-01330, de las 16:37 horas, de 3 de noviembre de 2011, bajo la integración del Magistrado Ramírez Quirós, y de las ex Magistradas Pereira Villalobos, Arias Madrigal y de los ex Magistrados Chinchilla Sandí y Arroyo Gutiérrez, refirió: “... Si bien es cierto la Ley de Penalización sanciona las formas de violencia contra las mujeres ligadas a una relación de matrimonio, o en unión de hecho, declarada o no, resulta obligatorio interpretarla a la luz de los instrumentos internacionales que ella misma invoca, de modo que según lo estipulado en la citada Convención -la que aporta un concepto más amplio de las relaciones de hecho en el ámbito doméstico-, se entiende entonces que también resulta aplicable a las relaciones de pareja que hayan dejado de convivir bajo un mismo techo pero que aún mantienen ciertos ligámenes sentimentales, sin que sea de recibo alegar que no existió un tiempo mínimo de tres años de convivencia como lo alega el defensor. Véase que el citado Instrumento contiene un concepto más amplio que el artículo 242 del Código de Familia que exige entre otros aspectos que la unión de hecho tenga más de tres años de convivencia, de modo que al remitir el artículo 3 de la Ley de Penalización al cuerpo normativo de la Convención para su interpretación, resulta claro que no puede aplicarse el concepto restrictivo de unión de hecho contenido en el numeral 242 citado al caso que se discute, como lo intenta hacer el defensor. Pese a la inconformidad del impugnante, este Despacho avala el proceder del a quo, al haber considerado que la relación personal existente entre el imputado y la ofendida –quienes habían convivido un tiempo pero luego se separaron pero siguieron viéndose como pareja-, sí se encontraba amparada en la Ley de Penalización de la Violencia contra las Mujeres, integrando para ello la redacción de los artículos 21, 23 y 43 de dicha ley, con lo dispuesto en el artículo 2 de la Convención Interamericana para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la Mujer (“Convención de Belem do Pará”), en razón de ser ésta última una norma de mayor rango que, como se ha indicado, protege en mayor medida los derechos y garantías de las mujeres víctimas de violencia, a la cual, además, la misma ley remite como fuente de interpretación…”. No cabe duda que tal posición, prevé un concepto más abierto o extenso que el contemplado en el ordinal 242 del Código de Familia, que establece como ya se dijo, más de tres años de convivencia en la unión de hecho. Bajo esa tesitura, no sería posible aplicar un concepto limitado de unión de hecho, por el contrario, la Sala de Casación Penal, ha reiterado que el ví nculo personal entre la víctima y el victimario –que fueron convivientes de hecho y que posteriormente decidieron separarse-, pero que por diferentes aspectos (entre ellos, hijos, etc), continuaron con un ligamen por afinidad, se encuentran cobijadas en la Ley de Penalización de la Violencia contra las Mujeres, de acuerdo con una interpretación sistemática de los artículos 21, 23 y 43 de esa ley, en concordancia con el precepto 2 de la Convención Interamericana para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la Mujer (“Convención de Belem do Pará”), en razón de ser ésta última, una norma de mayor rango. Criterio que refleja una clara disyuntiva, frente al aforismo contrario, de sostener que el numeral 2° de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (Convención Belem Do Pará, Ley Nº 7499 de 2 de mayo de 1995), no contiene un concepto o definición de "unión de hecho", y más bien define otro panorama, la violencia contra la mujer. Disposición normativa, que pese a contar con mayor alcance en la tutela de las garantías y derechos de las mujeres ofendidas por violencia, entraña desde la óptica natural del principio de legalidad, una interpretación extensiva, que en la aplicación e interpretación del derecho, violenta propiamente normas y principios constitucionales, pues la norma penal debe interpretarse de manera restrictiva (precepto 2 Código Procesal Penal), acorde con los principios de legalidad, pro libertate y de interpretación constructiva, "según la cual la normativa nacional debe ser interpretada, en la medida de lo posible, en armonía con los alcances y el mismo significado que tales derechos tienen en el ámbito internacional. De esa manera se garantiza una armonización entre el Derecho Internacional de los Derechos Humanos y la normativa interna de los derechos fundamentales. Sin embargo, cuando dicha armonización no sea posible, [...] se debe aplicar la norma más favorable a la persona en el caso concreto"  (Cfr. HERNÁNDEZ VALLE, Rubén, El Régimen Jurídico de los Derechos Fundamentales en Costa Rica, 1a edición, Editorial Juricentro, 2002, pp. 44-47). Lo anterior, lejos de pensar de la posibilidad de aplicar la analogía, sobre todo en el derecho penal sustantivo. En ese orden de ideas, la Doctrina indica: "... los juristas resuelven asuntos utilizando la idea de la analogía, por más poco clara que ésta sea. Y, como resguardo, el derecho moderno prohíbe utilizarla en el derecho penal. Precisamente como garantía de que no atentará contra los derechos humanos algo tan poco preciso como eso. Pero en todo lo demás, los juristas parecen necesitar fundar sus decisiones de manera análoga a como ha sido establecida una solución para un caso parecido ..." . (Cfr. CORREAS, Óscar., Metodología Jurídica II, 1a edición, Ediciones Coyoacán, S.A. de C.V,  México, pp 228). Es importante destacar que aún entre quienes defienden esta interpretación, o la siguiente; se ha reconocido un límite temporal en la existencia de la unión de hecho, que desde luego se pondera casuísticamente. Al respecto, mediante sentencia N° 2019-749, de las 13:00 horas, de 14 de junio de 2019, se dispuso: "Por mayoría, se varía criterio en el sentido que la Ley de Penalización Contra las Mujeres es aplicable cuando los hechos se ejecuten en el contexto de una relación de matrimonio o unión de hecho, sea ésta última declarada o no, siempre y cuando dichas relaciones no hayan fenecido al momento de ejecutarse la acción ..."  . Integración: Magistrada Zuñiga Morales, Magistrados Segura Bonilla, Desanti Henderson, voto salvado de los Magistrados Ramírez Quirós y Alfaro Vargas. b.-) Tesis que remite al Código de Familia. Así, mediante pronunciamiento de mayoría, N° 2014-0084, de las 13:55 horas, de 21 de enero de 2014, el Tribunal de Apelación de Sentencia Penal, de Segundo Circuito Judicial de San José, sede de Goicoechea, determinó: “... El artículo 2 de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (Convención Belem Do Pará, Ley Nº7499 de 2 de mayo de 1995), no define la expresión "unión de hecho", conceptualiza otra situación: la violencia contra la mujer.  Establece el precepto: Se entenderá que violencia contra la mujer incluye la violencia física, sexual y psicológica:  a. que tenga lugar dentro de la familia o unidad doméstica o en cualquier otra relación interpersonal, ya sea que el agresor comparta o haya compartido el mismo domicilio que la mujer, y que comprende, entre otros, violación, maltrato y abuso sexual; b. que tenga lugar en la comunidad y sea perpetrada por cualquier persona y que comprende, entre otros, violación, abuso sexual, tortura, trata de personas, prostitución forzada, secuestro y acoso sexual en el lugar de trabajo, así como en instituciones educativas, establecimientos de salud o cualquier otro lugar, y c. que sea perpetrada o tolerada por el Estado o sus agentes, dondequiera que ocurra…". A su vez, se ahonda que según nuestro ordenamiento jurídico, no es factible sostener la interpretación que ha realizado la Sala (en los distintos precedentes indicados), por cuanto, la locución "unión de hecho" responde a un concepto normativo, siendo que el argumento de fondo, ordenado por el legislador, se encuentra expresamente en el Código de Familia, que contempla una variedad de componentes que supeditan su presencia, descartando circunscribir el empleo de dicha locución a un radio o ámbito específico. Así las cosas, es un término que como otros (matrimonio, divorcio, posesión, etc.), puede utilizarse en el derecho penal, indistintamente de tener como fuente diferentes áreas, aplicables en la materia penal. Oportuno resaltar que el matrimonio y la unión de hecho, se conciben como conceptos normativos, regulados en el artículo 242 de Código de Familia. La Convención Belem Do Pará, no puede darle contenido al referido elemento “unión de hecho declarada o no”  (tipo jurídico o cultural), que exige un mínimo de tres años de convivencia pública y notoria (Resolución N° 2009-1218, entonces Tribunal de Casación Penal, de Segundo Circuito Judicial de San José); por ende no es viable su aplicación, ya que adolece de una definición de unión de hecho, como lo contiene el derecho interno, que regla la violencia contra las mujeres, solamente en el supuesto de la que es surgida en el núcleo familiar y en el ámbito de pareja, dejándose desamparadas a las mujeres menores de quince años de edad (ordinales 1 y 2). Razón diferente, el Código de Familia contiene una definición de unión de hecho, sin importar que fue prevista para los vínculos patrimoniales. A mayor abundamiento, sobre el contenido de la expresión “unión de hecho”, el otrora Tribunal de Casación Penal, de Segundo Circuito Judicial de San José, por medio de la resolución N° 879-2010, de las 10:00 horas del 26 de agosto de 2010, señaló: “(...) la expresión "unión de hecho" es un concepto normativo ya previsto en el ordenamiento jurídico costarricense, que no puede ampliarse acudiendo a construcciones jurídicas como las que ensaya en el pronunciamiento... es un concepto normativo definido por nuestro legislador en el artículo 242 del Código de Familia que establece su existencia bajo determinadas condiciones: relación pública, notoria y estable, por más de tres años, entre un hombre y una mujer, que tengan aptitud legal para contraer matrimonio (en igual sentido, el voto Nº1218-2009, de las 14:20 horas del 4 de noviembre de 2009)... Acudir al Código de Familia es acorde con los métodos de interpretación, en especial, el método de interpretación sistemática. El Derecho penal no es una isla dentro de ese orden jurídico, con frecuencia, para la interpretación de muchas de sus normas le resulta imprescindible dirigirse a disposiciones de naturaleza civil, laboral, etc.; así, sucede con expresiones como matrimonio, adopción, entre otras." (En similar sentido, Sentencia N° 2011-250, Tribunal  de Casación Penal de Segundo Circuito Judicial de San José, sede Goicoechea). Si bien es cierto, a la luz de los preceptos 7 y 48 de la Constitución Política, nuestro país, se encuentra obligado a respetar las garantías y derechos regulados en los diversos instrumentos internacionales de derechos humanos, pero claro está, en estricto respeto del principio de legalidad. Cabe decir que, los administradores de justicia carecen de la potestad de corregir o enmendar los incumplimientos del Estado Costarricense, en lo que concierne a penalizar conductas, como se pretende con la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Violencia contra las Mujeres. c-) En el caso concreto, las conductas reprochadas a [...], fueron demostradas y adecuadas por el ad quem, recalificando a los ilícitos de desobediencia a la autoridad, lesiones leves, a la contravención de amenazas personales y a una delincuencia de hurto simple, en concurso ideal, porque con independencia del criterio sobre el contenido normativo y para efectos de tipicidad objetiva de la locución “Unión de hecho” según las diversas tesis mantenidas, en el subjudice, no existía ya unión de hecho. En síntesis, por las razones expuestas, no existe precedentes contradictorios entre el voto de mayoría del Tribunal de Apelación de Sentencia, frente a las resoluciones señaladas por el recurrente, ello en virtud del respeto al principio de intangibilidad de hechos probados, pues para el momento de los sucesos delictivos habían transcurrido tres años de separación entre el imputado [...] y la denunciante [Nombre 001]. No existía vínculo de pareja, como se indicó líneas atrás, no es viable aplicar por analogía la Convención Belem Do Pará, así conforme a la ley especial N° 8589, Ley de Penalización de la Violencia contra las Mujeres. En consecuencia, por las razones expuestas el motivo debe declararse sin lugar.
Regresar a índice


	Tema General
	Tema Específico
	Sub tema

	Pena de arresto domiciliario con monitoreo electrónico
	Carga de la prueba.
	Corresponde a la defensa acreditar las condiciones de cumplimiento que hacen posible la imposición de la pena sustitutiva.

	Voto Número
	00362-2019  de las 10:45 horas, del 3 de abril de 2019.

	Integración de Sala:

 Mags. Solano, Alfaro, Zuñiga, Gómez y Desanti. 

	Extracto de Interés

	II.- […].Ocurre en este asunto que, ni en debate (porque su aplicación no fue solicitada en dicho momento), ni al efectuar el requerimiento en sede de apelación de sentencia, la defensa aportó prueba para acreditar que, de acuerdo con las circunstancias personales del condenado, pudiese presumirse razonablemente que el cumplimiento de la pena en su casa de habitación, no constituiría un peligro, ni significaría que el encausado evada el cumplimiento de la sanción. La carga de la prueba en relación con dicho requisito, contenido en el inciso cuarto del numeral 57 bis del Código Penal, corresponde a quien solicita su aplicación. En este orden de ideas, ha razonado esta Sala que: “…Si bien, el tema de la carga de la prueba, cuando se está en discusión la dinámica fáctica del hecho acusado que pretende demostrar el quebranto del principio de inocencia, le corresponde a la representación fiscal. La demostración de que el encartado reúne ciertas condiciones personales, que le son favorables para la aplicación de una norma en particular, en un determinado momento procesal, le son también asequibles a la defensa del mismo. A modo de ejemplo, respecto al deber de la defensa del imputado, de aportar los medios de prueba idóneos que fundamenten sus peticiones, nos encontramos el artículo 238 del Código Procesal Penal, cuando se está en frente de una audiencia que conoce respecto de la prisión preventiva. Así que inferir, como lo pretende hacer el defensor (…) que es ilegítimo el razonamiento del Tribunal de Apelación, por evidenciar que no se aportaron elementos de prueba suficientes, que permitieran al órgano jurisdiccional determinar si el encartado se encontraba en condiciones apropiadas que justificaran la sustitución de la pena privativa de prisión, por considerar que con ello se contraviene el principio de legalidad, es manifiestamente improcedente. La defensa del encartado, al estar en presencia de la solicitud que establece el artículo 57 bis del Código Penal, debió de prever y aportar los medios probatorios idóneos, que demostraran que a su representado se le podía aplicar dicha norma…” (Sala Tercera, fallo 1175, de las 09:59 horas del 04 de noviembre de 2016).  En consonancia con la posición anterior, en el caso bajo examen los jueces de apelación de sentencia sostuvieron que la sanción sustitutiva prevista en el ordinal 57 bis del Código Penal, no era equiparable al beneficio de ejecución condicional, del que sí se requiere pronunciamiento oficioso del Tribunal, tanto en los casos en que apruebe, como en los que se rechace su aplicación (cfr. f. 119 fte.). La razón es que, a diferencia del beneficio de ejecución condicional de la pena, por su naturaleza, en el arresto domiciliario es necesario que se aseguren ciertas condiciones, como un lugar estable para el cumplimiento de la sanción en dicha modalidad, y los medios para sufragar las necesidades básicas del imputado (como alimentación, luz, agua, salud, entre otros), durante el tiempo en que su libertad de movimiento se verá limitada. Dichas condiciones, imprescindibles para que el cumplimiento de  la sanción en arresto domiciliar sea factible, no pueden tenerse por ciertas, si la parte interesada no aporta prueba tendente a su acreditación. Por ello, debe concluirse que una lectura armónica del artículo 57 bis del Código sustantivo permite afirmar que el otorgamiento de la medida sustitutiva en cuestión, debe ser requerida por la defensa material o técnica, la cual también debe aportar prueba de la factibilidad de su cumplimiento en condiciones seguras, de manera que el juzgador pueda verificar uno de los requisitos establecidos para su concesión: “…4) Que de acuerdo con las circunstancias personales del condenado se desprenda razonablemente que no constituya un peligro y que no evadirá el cumplimiento de la pena …”. Este último requisito no se podía tener por acreditado en la situación particular, por no existir prueba sobre las condiciones de cumplimiento de la sanción por parte del imputado, de concedérsele la pena sustitutiva.
Regresar a índice


PROCESAL PENAL
	Tema General
	Tema Específico
	Sub tema

	Firma de la sentencia.

	Diferencia entre la firma tardía y la ausencia de firma.
Ausencia de precedentes contradictorios.

Firma tardía de uno de los jueces no necesariamente la invalida.
	Deber de analizar en el caso concreto, la participación del juez en la formación del fallo.

	Voto Número
	01012-2019 de las 14:00 horas, del 27 de agosto de 2019.

	Integración de Sala:
 Mags. Ramírez, Alfaro, Zúñiga, Segura y Desanti ( voto salvado de este último)

	Extracto de Interés

	VII.- […]. El tema de la ausencia de firma y firma tardía ha sido objeto de pronunciamientos recientes, con ocasión de reclamos por precedentes contradictorios.  Así en el voto 2018-00713, de las 13:50 horas, del 26 de septiembre, se precisó: “la segunda hipótesis, de firma tardía, se encuentra regulada en el tercer párrafo del artículo 144 del Código Procesal Penal: “…No invalidará la resolución el hecho de que el juez no la haya firmado oportunamente, siempre que la falta sea suplida y no exista ninguna duda sobre su participación en el acto que debió suscribir, sin perjuicio de la responsabilidad disciplinaria . . . ” (el resaltado no corresponde al original). Se trata este del caso en que la firma de alguno de los miembros del Tribunal, no se encuentra estampada en la sentencia, en el momento señalado para la lectura integral, y, la normativa establece como condición de la validez del fallo, que: 1) La falta se supla, es decir, que la sentencia sea firmada por todos los integrantes, en un momento posterior a la lectura integral; 2) Que no haya duda de que el juzgador o juzgadora, sí tomó parte activa en las etapas de formación de la sentencia: deliberación, votación y redacción. Nótese que en este supuesto, de rúbrica posterior o tardía, la ley no hace referencia al “obstáculo invencible”, sino que condiciona la validez de la sentencia, a que “no exista duda sobre su participación (la del juez que firmó tardíamente) en el acto que debió suscribir”. Este aspecto se resalta, porque algunos pronunciamientos han aplicado el requisito de impedimento invencible, a la hipótesis de firma tardía (por ejemplo, el fallo de esta Sala número 663-2012, mencionado por el recurrente en el cual participaron las Magistradas y los Magistrados Jesús Alberto Ramírez Quirós, Magda Pereira Villalobos, Carlos Chinchilla Sandí, Doris Arias Madrigal y el Magistrado Suplente Jorge Enrique Desanti Henderson), cuando en realidad corresponde al supuesto de ausencia de firma que no invalida el fallo, el cual se regula en el párrafo segundo del artículo 144 ejúsdem.” También se analizó en esa oportunidad otros pronunciamientos de esta Sala en los que se valoran distintas situaciones que pueden motivar una firma tardía y los elementos que deben ser considerados para determinar si hubo desintegración o no.  “Por ejemplo, esta Sala ha señalado que cuando a la firma de forma tardía se suma el hecho de que el juzgador se incapacitó en forma inmediata a la deliberación, encontrándose fuera de labores para el momento de la lectura integral, existió un impedimento para laborar que implica que dicha persona no pudo haber realizado sus aportes durante la etapa de redacción (al respecto, el voto de esta Sala, número 181-12 de las 10:23 horas, del 10 de febrero de 2012). Asimismo, la participación activa en la etapa de redacción, en la actualidad, dados los avances tecnológicos, no implica necesariamente que todos los integrantes del Tribunal deben reunirse en el mismo espacio físico a poner por escrito el resultado de la deliberación (piénsese por ejemplo en el teletrabajo, o en el caso de nombramientos cortos por sustitución, que implica que para el momento de la redacción de un fallo, uno de los integrantes del Tribunal puede ya no estar nombrado en el mismo Despacho). Por ello cuando, por ejemplo, a la firma tardía se suma que el juzgador se encontró de vacaciones en el momento en que debió completarse el proceso de redacción, o que estuvo nombrado en otro Despacho, debe examinarse con mayor rigurosidad el plazo de la ausencia, la factibilidad real de tomar parte en la etapa de redacción, la existencia de indicios de que lo haya hecho, así como que no se haya afectado el principio de concentración y continuidad, entre otros factores. Son varios los pronunciamientos de este Despacho (en este sentido, fallo 561-F-97 de esta Sala), en los que se indica que el Tribunal, por razones prácticas, puede designar a uno de los integrantes para la labor de dejar constancia escrita de la decisión tomada durante el proceso de deliberación y votación, junto con sus fundamentos (que los demás revisarán), o establecer el método de trabajo en grupo que les resulte más eficiente. El teletrabajo, o el traslado de un juez a otra competencia territorial, pueden implicar que alguno de los jueces o juezas, no se encuentre en el mismo espacio físico que los restantes integrantes del cuerpo colegiado, en el momento en que participa en la fase de redacción, ya que existen suficientes mecanismos tecnológicos para permitir la remisión de observaciones y la depuración conjunta del documento sentencia, previo a su rúbrica y el acto de la lectura integral. Sin embargo, debe tenerse claro que tales alternativas prácticas, no relevan al Tribunal en pleno, de su obligación de velar que el contenido del documento sentencia, sea fiel a las decisiones y razones acordadas en el proceso deliberativo. La firma de todos los jueces, al final del documento, constituye entonces una garantía de haber estudiado y aceptado el contenido que allí se expone, y el cumplimiento tardío de dicho requisito por parte de alguno de los integrantes del Tribunal, constituye un indicio de su no participación en la etapa de formación del fallo, hipótesis que deberá confirmarse o excluirse, a la luz de las circunstancias de cada caso particular.” (la negrita pertenece al original).  Conforme a lo dicho en este precedente, es posible afirmar que el supuesto fáctico a que responde la resolución impugnada, no permite calificarla como un precedente contradictorio, por el hecho de que en la especie los cojueces hicieron constar que el Juez Morales Valladares participó en la deliberación que originó la sentencia y conoció su contenido, lo que marca una diferencia con las hipótesis de los casos que cita la recurrente en los que las circunstancias permitieron sustentar una duda en cuanto a la participación y control que pudo ejercer el cojuez en el proceso de redacción de la sentencia.  También es importante, retomar las consideraciones que se hace en el último voto transcrito, en las que se prevé la posibilidad de que aún encontrándose fuera de la oficina por las razones que sean, el uso de los medios tecnológicos posibilita que el funcionario colabore y se imponga en la forma debida del contenido de la sentencia redactada por sus compañeros, si así ha sido determinado mediante un rol de trabajo. […].
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	IV.- […].Dicho principio tiene su base en lo estipulado en el numeral 35 de la Constitución Política, que textualmente dispone: “Nadie puede ser juzgado por comisión, tribunal o juez especialmente nombrado para el caso, sino exclusivamente por los tribunales establecidos de acuerdo con esta Constitución”. Este precepto constitucional establece una garantía para el ciudadano, de que solamente podrá ser juzgado a través de los jueces ordinarios, designados de manera regular y de forma previa por la propia ley. La Sala Constitucional ha dado contenido a dicho principio constitucional a través de la destacada resolución 1739-1992,  de la siguiente forma: “C) EL DERECHO AL JUEZ REGULAR: Este derecho, que en la tradición anglonorteamericana se ha desarrollado como el llamado "derecho al juez natural", pero con perfiles muy propios que no corresponden a los de nuestro derecho latino -ya que comprende, por ejemplo el derecho al juez del domicilio y, sobre todo, al juzgamiento por los pares que se expresa, a su vez, en el jurado lego, conceptos que en los sistemas de tradición romano-germánica más bien han producido experiencias negativas-, en nuestra Constitución se recoge especialmente en el artículo 35, según el cual: "Artículo 35 - Nadie puede ser juzgado por comisión tribunal o juez especialmente nombrado para el caso, sino exclusivamente por los tribunales establecidos de acuerdo con esta Constitución". Este principio, que hemos llamado del "juez regular", se complementa, a su vez, con los de los artículos 9, 152 y 153 y, en su caso, 10, 48 y 49, de los cuales resulta claramente, como se dijo supra, la exclusividad y universalidad de la función jurisdiccional en manos de los tribunales dependientes del Poder Judicial, así como con el del artículo 39, en el cual debe entenderse que la "autoridad competente" es necesariamente la judicial y ordinaria, esto último porque el 35 transcrito excluye toda posibilidad de juzgamiento por tribunales especiales para el caso o para casos concretos, y porque el 152 y 153 agotan en el ámbito del Poder Judicial toda posibilidad de creación de tribunales "establecidos de acuerdo con esta Constitución" , con la única salvedad del Supremo de Elecciones para el contencioso electoral. Si, pues, la jurisdicción consiste, en general, en la potestad de administrar justicia, y la competencia en la distribución que hace la ley de las diferentes esferas de conocimiento de los tribunales con base en criterios de materia, gravedad o cuantía, territorio y grado, tanto la jurisdicción -general o por materia- como la competencia son parte del debido proceso, pues garantizan que los conflictos sean resueltos por los tribunales regulares, en la forma dicha”. (El subrayado no corresponde al original). En este precedente constitucional de tanta relevancia, se establecen parámetros esenciales sobre los cuales se asienta el principio de juez natural o regular: a) la función de la jurisdicción, por disposición constitucional, recae en el Poder Judicial; b) el ejercicio de la función de administración de justicia corresponde a los tribunales que han sido creados por ley; c) la distribución de esas funciones debe ser determinada de acuerdo a criterios objetivos: materia, cuantía, territorio y grado; d) la administración de justicia deber ser ejercida por jueces ordinarios y regulares designados al efecto, por ende, existe prohibición expresa de crear tribunales especiales para conocer casos concretos.  En ese sentido, en doctrina se ha establecido: “El artículo 35 de la Constitución Política consagra lo que en doctrina se conoce como Principio de Juez Natural, que prohíbe aquellos tribunales, comisiones o jueces extraordinarios, también llamados ex post facto, creados para juzgar un hecho en particular o a una persona determinada. Nuestro ordenamiento jurídico dispone que Juez Natural, es el establecido de acuerdo a la Constitución. Los artículos 121 inciso 20 y 152 de la Carta Magna, dan al Poder Legislativo la atribución exclusiva de crear los Tribunales de Justicia. Sin embargo, dichas normas le establecen restricciones al legislador, entre ellas que el juez o el tribunal debe ser designado en forma abstracta, para conocer todos los asuntos de la misma clase. En consecuencia, la potestad jurisdiccional no emana de la ley penal sino de la Constitución. La razón de ser de la protección puede que en nuestro país no tenga mayores justificantes en la actualidad; sin embargo constituye una barrera que se opone a la arbitrariedad y al despotismo”. (El subrayado no corresponde al original). (Armijo Sancho, Gilberth, El control constitucional en el proceso penal, 1ª. Edición, San José, Editec Editores, 1992, pp. 48-49). Resulta claro, a partir de dichas aproximaciones que lo que se sanciona como vulneración del principio de juez natural es la conformación de tribunales o designación de jueces para conocer sobre un determinado asunto, o para juzgar a una determinada persona, que es el método que utilizan los gobiernos no democráticos o totalitarios, como mecanismos de represión contra los ciudadanos. Por ello, no sólo la normativa constitucional, sino también la legislación internacional tutelan y protegen este principio, con el afán de garantizar que las personas serán juzgadas acorde con las leyes y por jueces imparciales e independientes. En ese sentido, es posible afirmar que el principio de juez natural deriva de la necesidad o garantía de imparcialidad que corresponde a la función de administrar justicia: “Dice Velez Mariconde, explicando este principio, que de él resulta: “en primer término, que la organización judicial debe ser regulada por la ley (en sentido formal); es decir, que el Poder Ejecutivo no puede crear tribunales o dictar normas de competencia. Con una formulación negativa –se observa en segundo lugar-… prohíbe la intervención de jueces  o comisiones especiales es post facto para investigar un hecho o juzgar a una persona determinada, de modo que una formulación positiva, exige que la función pública sea ejercida por los magistrados instituidos previamente por la ley para juzgar una clase de asuntos o una categoría de delitos” (Velez Mariconde. Derecho…, TII, p. 49). El principio de juez natural debe ser considerado como una consecuencia del principio de juez imparcial, resultando que precisamente tiende a garantizar la imparcialidad del juzgamiento, ello a través de reglas objetivas de designación de jueces que deben conocer de un asunto, evitando manipulaciones que se podrían dar al respecto”. (El subrayado no corresponde al original). (Llobet Rodríguez, Javier, Proceso penal comentado, 6ª. Edición, San José, Editorial Continental, 2017, pag. 30). Así, la doctrina mayoritaria acepta una concepción amplia del término juez natural: “Considero pues, junto con los defensores españoles e italianos de la concepción plena del derecho fundamental estudiado, que los términos de juez natural (en su acepción más amplia) cumplen a la perfección con la misión de condensar todas las garantías exigidas a un funcionario para otorgar la tutela garantizada por el derecho a la jurisdicción. Con esos términos, nos referimos directamente al juez auténtico e idóneo para realizar tan decisiva función de tutela, por reunir el alto grado de imparcialidad, independencia y rectitud que la misma exige. Y todo ello, en contraposición al juez artificioso, susceptible de ser sometido a manipulaciones y condicionantes externos, del que lamentablemente, en la historia de España tenemos sobrados ejemplos,…”. (El destacado no corresponde al original). (Saavedra Gallo, Pablo, El derecho al juez natural, en Nuevos Horizontes del Proceso Penal, Libro Homenaje al Profesor Ernesto Pedraz Penalva, Bosch Editor, España, Mayo, 2016, pág. 183). De ese modo, el principio de juez natural representa una garantía a ser juzgado por jueces imparciales, independientes, rectos e idóneos. En ese sentido, el autor Saavedra Gallo, citado con anterioridad, ilustra de forma muy clara en su artículo los alcances del principio de juez natural, el cual contiene en sí mismo una amplia gama de garantías y exigencias para su cumplimiento: “El derecho al juez natural, según lo he definido, es un principio-derecho complejo y de amplio alcance que presenta los siguientes caracteres. En primer lugar, está compuesto por un amplio elenco de garantías, condiciones y exigencias, que se agrupan en cuatro zonas claramente delimitadas: poder judicial, estatuto del juez-persona, creación de órganos y jueces y predeterminación del juez que ha de conocer un caso específico. En una segunda vertiente, el conjunto de garantías que integra cada uno de esos grupos se proyecta en un derecho específico: juez perteneciente al poder judicial, juez independiente, juez creado por ley orgánica y juez predeterminado legalmente; pues, como ya expuse, su misión es la de perfilar constitucionalmente el modelo de juez al que tienen derecho los ciudadanos, excluyendo cualquier clase de juez ad hoc. Operan, por último, de manera escalonada y sucesiva, a partir de la base que ofrece el Poder Judicial, cuya existencia previa y configuración independiente es la primera exigencia, hasta la determinación preliminar del juez que debe conocer de un asunto específico”. (Saavedra Gallo, Pablo, ibídem, pág. 184) Ahora bien, a partir de lo dicho, es posible inferir que uno de los elementos que permiten asegurar esa garantía de contar con un juez natural e imparcial, está directamente relacionado con la forma de designación de los juzgadores, a través de procedimientos establecidos por ley, de forma abstracta, previa y que considere criterios objetivos para dicha nominación. En nuestro ordenamiento jurídico, la Ley Orgánica del Poder Judicial es el cuerpo normativo que el legislador ha creado para regular el trabajo de la administración de justicia. Este es el medio legal mediante el cual se garantiza el principio de juez natural, pues en dicha normativa se incluyen preceptos que trazan de forma previa el trabajo que corresponde a los jueces, la organización interna, la clasificación del trabajo y los criterios para ello, y la designación de las distintas jurisdicciones. En ese sentido, el artículo 3 de dicha ley señala quienes son los que administran justicia y la forma en que se distribuye el trabajo entre los jueces, y a los efectos se destaca: “La Corte Suprema de Justicia establecerá el número de jueces tramitadores y decisores, así como de los otros servidores judiciales que deben tener los tribunales de cualquier categoría y materia; para ello, tomará en consideración las necesidades propias del despacho, en aras de la mejor realización del servicio público de la justicia”. La Corte, como órgano superior de mayor rango dentro de la organización del Poder Judicial, es designado para establecer el número de jueces que deben integrar cada despacho, tomando en consideración las necesidades institucionales y la mejora en el servicio público. Es decir, con sustento en esos dos criterios objetivos, la Corte se encuentra facultada para organizar y ubicar a los jueces, sin que ello implique un compromiso del principio de juez natural. Por otra parte, en ese mismo artículo la ley dispone: “El coordinador distribuirá la carga de trabajo, aplicando los criterios que hayan fijado los jueces con anterioridad y buscando siempre la mayor equidad. Cuando no se pongan de acuerdo, el Consejo Superior del Poder Judicial o la Corte Suprema de Justicia, según corresponda, fijará las reglas”. Bajo esos mismos parámetros de necesidad institucional, y mejoramiento del servicio público, igualmente se deben equilibrar las cargas de trabajo dentro de cada despacho, por quienes los integran, para lo cual se faculta a los coordinadores para hacer la distribución respectiva, y en su defecto, al Consejo Superior y a la Corte Suprema. Nótese cómo el propio legislador, de forma previa, ha previsto que la distribución de trabajo y la designación de jueces en cada uno de los tribunales que conforman el Poder Judicial, es una variable que está sujeta a constantes cambios, y es la misma ley la que autoriza disponer esas modificaciones y además define el procedimiento a seguir, siempre limitándolo a criterios objetivos que lo justifiquen, justamente con la finalidad de que las variaciones no provengan de situaciones arbitrarias. Para dichos efectos, el artículo 4 de esta normativa ordena: “Ningún tribunal puede avocar el conocimiento de causas pendientes ante otro”. La finalidad de dicho precepto es clara, porque el conocimiento de una causa en un despacho determinado no puede ser variado por encima de lo que dispone la ley. No obstante, ello de ninguna manera implica que en una misma oficina, juzgado o tribunal, no pueda hacerse una redistribución de los asuntos entre sus integrantes –en atención a criterios de equidad-, porque esa es una atribución que expresamente la ley autorizó en el artículo 3 antes citado. En ese sentido, la misma Sala Constitucional ha señalado: “El hecho de que el Tribunal de Juicio Penal que conoció y dictó sentencia en contra del amparado, haya sido integrado a última hora y con funcionarios distintos en modo alguno viola el principio del juez regular, pues se trata de un tribunal común creado por ley, no de un tribunal especial nombrados para el caso concreto. En todo caso, si el recurrente estima que los problemas relacionados con el nombramiento de sus integrantes generan un vicio en la sentencia, lo procedente es que presente el reclamo ante la jurisdicción penal, que es la competente para conocer de asuntos de esa naturaleza, de conformidad con lo expuesto líneas atrás.  Por esas razones, no es atendible el argumento del accionante en cuanto a este extremo se refiere”. (Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, resolución 2001-001626, de las 15:07 horas, del 27 de febrero de 2001). Adicionalmente, debe tomarse en consideración lo que estipula el artículo 46 de la Ley Orgánica: “Los acuerdos y las disposiciones de la Corte relativas al establecimiento y la definición de una circunscripción territorial, o los que conciernan al recargo de competencias, el traslado y la conversión de despachos judiciales y de cargos o puestos, deberán fundamentarse en la ineludible eficiencia del servicio, la especialización de los órganos judiciales y de los tribunales jurisdiccionales y la equidad necesaria de las cargas de trabajo. En razón del volumen de trabajo y la obligada eficiencia del servicio público de la justicia, la Corte podrá nombrar más integrantes de los tribunales, en forma temporal o definitiva; también podrá abrir y cerrar - por esas mismas razones- nuevas oficinas y órganos adscritos a los tribunales, en cualquier lugar del país.  En los tribunales mixtos, la Corte podrá dividir funciones por materia, de manera que se especialicen los servicios de administración de justicia. Cuando las necesidades del servicio lo impongan, la Corte podrá dividir un tribunal mixto en tribunales especializados. Cuando la carga de trabajo no amerite abrir otro órgano jurisdiccional ni judicial, la Corte o el Consejo podrán asignar jueces y otros servidores itinerantes, para que se trasladen a los lugares donde deba brindarse el servicio con mayor eficiencia”. (El destacado no corresponde al original). Tres elementos son clave en lo que dispone este precepto legal: 1) la facultad que tiene la Corte, como órgano superior, de disponer la mejor distribución de los funcionarios a lo interno; 2) dicha función es compartida con el Consejo Superior; 3) la eficiencia en el servicio, la especialización de los órganos judiciales y la equidad en las cargas de trabajo son criterios vitales para la toma de decisiones en cuanto a la conformación de los jueces integrantes en los distintos juzgados y tribunales. A partir de dicho pronunciamiento de la Sala Constitucional y lo expresamente regulado en la Ley Orgánica del Poder Judicial, se puede concluir que no existe impedimento alguno para que, atendiendo a criterios como servicio público de calidad, y acorde con la garantía también de orden constitucional, de justicia pronta y cumplida, no sea posible variar la integración de un tribunal, si las circunstancias así lo ameritan y conforme lo autoriza la ley. En igual sentido se ha pronunciado esta Sala desde larga data, analizando los alcances de este principio de la siguiente forma: “Al respecto, cabe recordar que el artículo 35 de la Constitución Política al regular el Principio de Juez Natural lo que pretende es asegurar que el juzgamiento de una persona lo sea tan sólo por los órganos previamente constituidos para tal efecto (“comisión, tribunal o juez”), evitando así que, por arbitrariedad, abuso de poder o por cualquier otra razón, se constituyan tribunales especiales a los cuales se les encomiende de manera particular la resolución o conocimiento de un caso concreto.  En otras palabras, el juzgamiento de una persona solo puede producir por los órganos establecidos legal y constitucionalmente para ello; normativa que además se encarga de determinar la competencia y procedimientos que se deben seguir, así como los requisitos que deben presentar los funcionarios que lleguen a integrarlos.  Ahora bien, de acuerdo con lo anterior, esta Sala no observa que en este caso se haya inobservado o quebrantado el principio de marras. El sentenciado Francisco Medrano Avellan, distinto a lo que acusa en su queja, desde el inicio del proceso hasta el dictado de la sentencia, estuvo sometido siempre al conocimiento, control y juzgamiento de órganos cuya constitución y competencia había sido previamente establecida por el ordenamiento jurídico.  Incluso, en la fase de juicio la institución del juez natural se respeta, no obstante que se procede con la conformación de otro Tribunal diferente al que venía supuestamente conociendo de la causa. Acá, debe recordarse que, aun cuando a nivel interno el Tribunal de Juicio del Primer Circuito Judicial de San José, como también sucede en otras partes del país, se encuentra divido en grupos de trabajo, dicho órgano jurisdiccional es para todos los efectos uno solo , sea cual sea el número o la cantidad de jueces que en él laboran. La división que a lo interno se produce lo es tan sólo por una necesidad funcional. Con ello se procura, en la medida que sea posible, una adecuada administración de justicia.  Bajo esta tesitura la variación de alguno de sus integrantes, en la conformación de los grupos de trabajo, no afecta en nada el principio de juez natural, ni ninguno de los otros principios constitucionales que gobiernan la materia, como lo sería, por ejemplo, el “principio de tutela judicial efectiva”, pues son jueces de la República nombrados previamente para ejercer precisamente la función que se les ha encomendado.  Lo dicho encuentra sustento en forma directa en la ley, pues el artículo 3 de la Ley Orgánica del Poder Judicial indica que: “Los tribunales colegiados estarán conformados por el número de jueces que se requieran para el buen servicio público y actuarán individualmente o en colegios de tres de ellos, salvo que la ley disponga otra forma de integración. El coordinador distribuirá la carga de trabajo, aplicando los criterios que hayan fijado los jueces con anterioridad y buscando siempre la mayor equidad” (el destacado es nuestro). Lo fundamental es la existencia de un Tribunal, colegiado o unipersonal, con facultades suficientes a nivel legal y constitucional para juzgar los hechos que le hayan sido sometidos a su conocimiento.  Sobre el particular resulta de interés retomar, a mayor abundamiento de lo acá expuesto, lo que nos refiere el profesor Hernández Valle al respecto, al decir que: “Este principio se conoce con el nombre de juez natural, es decir, aquel creado conforme a los principios constitucionales y que es competente para conocer todos los casos y respecto de todas las personas. En otros términos, este principio prohíbe la creación de tribunales para que se conozcan determinados casos o se juzguen a una o varias personas en particular. En virtud de este principio, sólo los tribunales creados legalmente y con anterioridad a la realización de hecho sometidos a su conocimiento, pueden resolver de los asuntos señalados como propios en su ley de creación. Dentro de este contexto, el artículo 8.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, dispone que “”Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías  y dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con anterioridad a la ley”. Este principio implica, dentro del ámbito penal, que el imputado debe ser juzgado por un juez competente; que se deben respetar las reglas de la competencia fijadas por el Código de Procedimientos Penales (arts. 13 a 28), el Código Penal  (artículos 5, 6 y 7) y por la ley número 5711, denominada Ley Especial sobre la Jurisdicción de los Tribunales” (HERNÁNDEZ VALLE, Rubén,  “El Derecho de la Constitución ”, Volumen II,  Editorial Juricentro, San José, Costa Rica, 1993, p. 449, en sentido semejante ANTILLON , Walter, “Teoría del proceso jurisdiccional”, Investigaciones Jurídicas, San José, Costa Rica, 2001, p. 404).  Aunado a lo anterior, tenemos lo resuelto por la Sala Constitucional al evacuar la consulta preceptiva ordenada en esta causa. En esta resolución queda claro que no se quebranta, violenta o inobserva el principio de juez natural al variarse la conformación de un Tribunal por uno o varios de los jueces que lo integran, pues “La estructura plural de un tribunal, conforme lo autoriza la Ley Orgánica del Poder Judicial en su artículo (Art. 3), al disponer, que los tribunales deben tener el número de jueces que demande el buen servicio,  no atenta contra el principio de juez natural; en razón de ello cualquiera de los que integran el tribunal puede válidamente participar en la conformación que se requiere para conocer de un caso concreto y su separación sólo está autorizada cuando se demuestre la existencia de un motivo de inhibitoria o recusación” (SALA CONSTITUCIONAL, Voto No. 10822, de las 14:55 hrs. del 6 de diciembre del 2000)”. (Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia, resolución 2001-000368, de las 14:05 horas, del 24 de abril de 2001). A la luz de todo lo antes expuesto, analizando el caso concreto, se puede inferir que no existe vulneración alguna al principio de juez natural. […].
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	III.- […].En definitiva, el Tribunal de Apelación de Sentencia no realiza ningún razonamiento atinente a la posibilidad de ampliar los hechos demostrados para efectos civiles. El hecho de que el Tribunal de Juicio circunscribiera la acción delictiva a la utilización fraudulenta de 179 de los 263 contratos acusados, no pude ser obviado en este caso, como lo hace el Tribunal de alzada, sino que tiene una importancia trascendental. Este vicio de fundamentación, por inobservancia de las reglas de la derivación, no puede ser suplido a través de las aseveraciones que se realizan en el fallo recurrido respecto al “verdadero monto” del daño patrimonial. De lo razonado hasta ahora se sigue, que aún asumiendo que es posible modificar los hechos probados solo para efectos de la responsabilidad civil, esa variación, en este caso, no podía ser realizada en forma directa por el Tribunal de Apelación de Sentencia. Lo anterior es así, como se verá, a la luz de lo establecido en los artículos 2 y 124 del Código Procesal Penal, porque la inclusión de nuevos hechos probados, implica la ponderación de prueba, y de allí (contrario a lo que ocurre con la aplicación del derecho de fondo, que sí puede ser examinado en casación), que si dicha variación ocurre en alzada, se torna imposible impugnar el ejercicio intelectivo, para la parte que resulte afectada por la modificación. Sobre el quebranto de la garantía de acceso a un recurso amplio y flexible, esta Cámara ha expuesto lo siguiente: “…Respecto a la disyuntiva normativa entre ordenar el reenvío o acometer directamente la solución del vicio, en etapa de apelación, el criterio fundamental que debe considerarse es si dicha enmienda luego podrá ser revisada integralmente por una instancia superior, es decir casación. Sobre este tema esta Cámara ha señalado que, respecto a la corrección de vicios sustantivos -es decir en la aplicación del derecho de fondo-, no existe impedimento para que los Tribunales de Apelación apliquen de manera directa lo que estimen correcto, pues ello podrá ser revisado integralmente por la Sala de Casación mediante la causal de inobservancia o errónea aplicación del derecho penal sustantivo. (Sentencia No. 2014-0781, de las 11:34 horas, del 21 de mayo de 2014). Esto significa, a contrario sensu, que los Tribunales de Apelación no podrán corregir directamente el vicio, cuando ello implique una revaloración de la prueba, pues dicho aspecto no puede ser revisado integralmente en etapa de casación…”. (Sala Tercera, resolución N° 458, de las 9:27 horas del 27 de marzo de 2015. El resaltado es suplido. En el mismo sentido, los fallos de esta misma Cámara, N° 1911 de 10:17 horas del 7 de diciembre de 2012; N° 781 de 11:34 horas del 21 de mayo de 2014; N° 1289 de 9:25 horas del 16 de octubre de 2015; N° 967 de 9:52 horas del 20 de octubre de 2017 y N° 789 de 10:35 horas del 30 de octubre de 2018). En relación con este mismo tema, no puede dejar de considerarse que el artículo 124 del Código Procesal Penal, le confiere al tercero demandado civil, “…todas las facultades concedidas al imputado para su defensa, en lo concerniente a sus intereses civiles…”; además, se indica en esa misma norma, que “…el demandado civil (…) podrá recurrir la sentencia que declare su responsabilidad…”. Asimismo, el artículo 2 ejúsdem, establece que: “Deberán interpretarse restrictivamente las disposiciones legales que coarten la libertad personal o limiten el ejercicio de un poder o derecho conferido a los sujetos del proceso. En esta materia, se prohíben la interpretación extensiva y la analogía mientras no favorezcan la libertad del imputado ni el ejercicio de una facultad conferida a quienes intervienen en el procedimiento”. En este mismo sentido se pronuncian Loutayf y Costas, al exponer que: “…si la doble instancia está instituida por la ley, integra la defensa en juicio, y la frustración injustificada a su acceso configura un agravio a ese derecho. Al tratarse, entonces, de una garantía que tiende a lograr una mejor justicia, las limitaciones a la doble instancia o al derecho de recurrir deben interpretarse en forma restrictiva. En la duda debe estarse siempre a favor de la interpretación que otorgue mayor amplitud a los recursos…” (Loutayf Ranea, Roberto y Costas, Luis Félix. La Acción Civil en Sede Penal. Editorial Astrea, Buenos Aires, 2002. p. 642). Es así que, sin desconocer la existencia de una amplia discusión en relación con el punto aquí abordado (al respecto, pueden consultarse los fallos del Tribunal de Casación Penal de San José, N° 1581-2007 de 14 de diciembre de 2007 y N° 873-2011 de 7 de julio de 2011), esta Cámara estima que aunque el derecho a un recurso amplio, no deriva – para el demandado civil o el tercero demandado civil – directamente del artículo 8.2.h de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, su ampliación a dichos intervinientes, proviene de una lectura del artículo 124 del Código Procesal Penal, acorde con la regla de interpretación fijada en el artículo 2 del mismo Código, a fin de no limitar indebidamente, el ejercicio de un derecho conferido a los sujetos del proceso.
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	II.- […]Las anteriores consideraciones deben aplicarse al presente asunto pues los supuestos debatidos en la resolución impugnada son idénticos a los ya resueltos, sin que existan razones para variar el criterio. Como se ha dicho el delito de desobediencia a la autoridad se encuentra redactado de forma tal que contiene una descripción clara de la conducta prohibida y no requiere que se acuda a determinadas características de la antijuridicidad, normas o fuentes del derecho para conocer la misma y otorgarle relevancia típica al comportamiento, por ende, no es necesaria una previsión expresa en la ley para que sea posible su configuración, ni se encuentra supeditado al cumplimiento de ulteriores requisitos o disposiciones legales. Al tratarse de un delito de carácter doloso es necesario que la acción se ejecute con conocimiento y voluntad de desobedecer la orden; que a su vez debe contener un mandato expreso y concreto, emanado de una autoridad pública  en el legítimo ejercicio de sus funciones. En este caso, se verifica que el Juzgado Contravencional de Desamparados, en el proceso por lesiones levísimas, “provocaron a una riña” (sic) y alborotos, mediante resolución de las trece horas del diecisiete de marzo del año dos mil dieciséis, se le impuso a la encartada Marbeth Salazar Barrantes, como medidas cautelares con carácter provisional, la prohibición de agredir, insultar y amenazar a [Nombre 001] (cfr. folio 189). A partir de lo anterior, en lo que respecta a la naturaleza jurídica de las medidas cautelares en el proceso contravencional, estas adquieren un carácter sustancial; en la medida que contemplen una finalidad protectora hacia la víctima de conformidad con lo dispuesto por el artículo 406 del Código Procesal Penal, cuyo interés estatal se encuentra referido a garantizar el puro y simple cumplimiento; dada la limitación que en esta materia encuentra la imposición de la prisión preventiva; a diferencia de las medidas cautelares contenidas en el proceso penal en general –artículos 238, 239 y 244 del Código Procesal Penal, cuyo fin instrumental busca garantizar el normal desarrollo del proceso. En ese sentido, se insiste en que no concurre violación al principio de proporcionalidad contenido en el artículo 10 del Código Procesal Penal, el cual debe observarse en el contenido de las medidas cautelares respecto al hecho cometido, mientras que el delito surge con independiente a aquel y por una acción posterior, que resulta relevante por lesionar el bien jurídico autoridad pública. Por lo anterior, se reitera el criterio unificado por esta Sala en la resolución N° 2019-00002, de las 10:15 horas, del 11 de enero de 2019, en el sentido de que el incumplimiento de las medidas cautelares dispuestas por el Juez Contravencional con la finalidad protectora de las partes, es susceptible de configurar el delito de desobediencia a la autoridad, en el tanto se verifique las exigencias objetivas y subjetivas del tipo penal.
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